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    Al pueblo de México


    

  


  
    Presentación


    Se ha remachado una nueva etapa en la vida de México, de cuya naturaleza no podemos menos que dejar constancia en estos momentos. Estamos convencidos de que con lo realizado hasta ahora por los poderes Ejecutivo y Legislativo, lejos de cerrarse un capítulo, como se pregona, se abre una etapa de profunda confusión y de enorme inestabilidad política y social. Las fuerzas políticas actuantes no parecen percatarse de la magnitud del golpe asestado a la nación. Urge por ello señalar ahora que se vive una etapa absolutamente diferenciada de la que prevalecía anteriormente, por lo menos al iniciarse el presente régimen. La reflexión sobre este punto resulta totalmente imperativa.


    Quienes bajo el término Foro Petróleo y Nación1 participamos con nuestros ensayos y artículos en el presente libro, respetando nuestra diversidad de opiniones y buscando encontrar razones sólidas y coincidencias, hemos venido expresando, especialmente desde hace poco más de un año, de manera colectiva o individual y a través de diversos medios –conferencias, desplegados, artículos, videos, programas de radio y televisión, asambleas, actos públicos– nuestras discrepancias e inconformidad tanto con los modos como con los contenidos con que se viene efectuando desde los más altos poderes la transformación del sector energético mexicano, cuya configuración había tenido como premisas últimas las más importantes luchas nacionalistas y revolucionarias del pueblo mexicano durante prácticamente todo el siglo XX y lo que va del presente.


    En la forma polémica de los ensayos que aquí se presentan debemos dejar en claro que estamos convencidos de que se trata de un cuestionamiento que conlleva una gran cantidad de propuestas para liberar el gran potencial de desarrollo económico, político y social que posee nuestra nación y que merece alcanzar.


    El día 20 de diciembre de 2013, con motivo de echarse a andar de manera formal una vasta transformación del sector energético mexicano, fue publicada en el Diario Oficial de la Federación (DOF), a contracorriente de la defensa legítima de los intereses de la nación mexicana, la más profunda reforma habida en muchos años –desde 1917 y 1938– a diversos artículos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, específicamente los artículos 25, 27 y 28. El lunes 11 de agosto de 2014, fueron también publicadas en el DOF las leyes de Pemex y de la CFE –las dos últimas leyes secundarias que restaban por aprobarse del amplio paquete derivado de la reforma de diciembre y que fue enviado por el Ejecutivo al Congreso el pasado 30 de abril. Por si fuera poco, secuelas no menos importantes de este acelerado proceso, inicialmente jurídico, están ya en camino en el momento en que se escriben estas líneas: tales como un nuevo “paquete” de medidas para acelerar la ejecución de las leyes aprobadas en la industria, el comercio y las finanzas; la realización y desenlace de las llamadas “ronda cero” y “ronda uno” para el sector petrolero, que hace de Pemex –nuestro mayor proyecto productivo nacional– un competidor más, así como la repartición de los recursos, mercados y proyectos del sector eléctrico –antes exclusivos de la Comisión Federal de Electricidad y hace un poco más, también de la Compañía de Luz y Fuerza del Centro– entre empresas privadas nacionales y sobre todo extranjeras.


    A pesar de la rapidez de tales cambios y del aplastamiento mediático –en televisión, radio y prensa escrita, salvo en honrosas excepciones– de quienes expresamos divergencias, reunimos aquí nuestros escritos, algunos elaborados ex profeso para el volumen y otros aportados para el conjunto, aunque ya se habían divulgado previamente.


    No nos reunimos con el simple fin de “dejar testimonio”, sino de expresar con firmeza nuestras voluntades ante lo que consideramos un abuso en el ejercicio del poder.


    Pero, ante todo, el contenido de cualquier reforma al servicio de la nación debería tener una visión cualitativamente distinta a lo aprobado y concebir al sector energético como el recurso estratégico fundamental para lograr la transformación integral del país, siendo en ello los hidrocarburos y el conjunto del sector una palanca fundamental para superar la gran reversión vivida por nuestra sociedad, el estancamiento económico y la ausencia de un horizonte de mejoría y derechos para la población que a diario trabaja y cumple con el país. A mayor abundamiento, prevemos que se continuará con el patrón de explotación inmoderada y hasta suicida del uso de nuestros recursos energéticos para proveer al Estado mexicano de recursos líquidos, sin que esto signifique que los ciudadanos mexicanos terminemos con el uso inmoderado de estos nuestros recursos naturales, finitos e irremplazables, que seguramente harto tendremos que lamentar su ausencia cuando más lo requiramos. La ignorancia casi total de la enorme capacidad multiplicadora de los hidrocarburos como insumos esenciales de cualquier proceso industrial marca de manera indeleble la naturaleza de aquel que habremos de presenciar de aquí en adelante.


    No nos reunimos a manera de albaceas testamentarios, porque concebimos que el proceso aún no termina, sino que, en realidad, apenas comienza.


    Prueba de ello son las diferentes y abundantes muestras de rechazo mayoritario por parte de la población a una Reforma Energética privatizadora y desnacionalizadora. Éstas se vieron indiscutiblemente desde hace años –por dar un solo ejemplo, en la consulta efectuada por el gobierno de la Ciudad de México en 2008–. Pero también diversos sondeos efectuados recientemente, tanto en 2013 como en 2014, junto con muestras multitudinarias de desaprobación a las reformas y al gobierno por parte de muchísimos académicos, ciudadanos, campesinos, trabajadores, destacadísimos actores, organizaciones sociales, partidos políticos y empresarios, e incluso reconocidas voces del extranjero, como el Premio Nobel de Economía Joseph Stiglitz y políticos como el gobernador del estado de California recomendaron claramente a nuestro país no entregarse al poderío desproporcionado y voraz de las gigantescas trasnacionales del sector energético y sus aliados financieros.


    Así, además de estar en duda la legalidad de tan radicales transformaciones, contrarias al interés público y nacional, pero favorables a los intereses de poderes oligopólicos de países extranjeros –como Estados Unidos– resulta ser un agravante notable la carencia de legitimidad, es decir la ausencia de aceptación y el rechazo a las reformas por parte de los gobernados –y aquí debe hacerse explícito que el problema no se reduce a la indiscutiblemente importante Reforma Energética, sino que se extiende a las reformas estructurales en su conjunto: laboral, educativa, fiscal y financiera, así como de telecomunicaciones, por anotar algunas.


    En estas condiciones, como señalamos, ningún proceso de cambio de los fundamentos y las formas que una nación ha adoptado puede ser sólido y definitivo. El triunfo electoral del Partido Revolucionario Institucional en el año 2012, si bien es cierto que se debió a más de 3 millones de votos por encima de la votación de su adversario inmediato –las fuerzas nacionalistas, progresistas y de izquierda–, también estuvo plagado de irregularidades, como los gastos electorales que superaron con creces los límites legales, hecho reconocido incluso por los tribunales; a lo cual debe agregarse su indiscutible carácter de haber sido posible más por un voto “de castigo” ciudadano en contra del corrupto, ineficaz y represor régimen panista que por una convicción genuina a favor de un deslavado priismo, que se halla muy lejos de sus raíces programáticas e históricas. Y el llamado Pacto por México, que incluyó la firma de una parte de las fuerzas de izquierda en obvias condiciones de debilidad tras la derrota electoral de 2012, terminó por ser en realidad un acuerdo supraconstitucional, es decir, un arreglo político que vino a suplantar al único y verdadero pacto de nuestra nación, es decir, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dando sus frutos al margen y muy en contra del verdadero contrato social del pueblo de México.


    Consideramos que los resultados del proceso de reformas, en particular la Reforma Energética, son precarios. Ni el voto a favor del PRI en 2012 fue un “cheque en blanco” ni los acuerdos con los contrincantes –supuestamente en bien de la nación–, como el Pacto por México, podían excederse sobre los contenidos esenciales ni forzando las formas de las leyes vigentes, llevando al país al riesgo de una crisis. Es decir: los abusos y los arreglos que hicieron posible la reforma –es justo decirlo– ocurrieron no sólo por costosos equívocos, sino que también a causa de oportunismos, engaños y manipulación, razón por la cual son y serán insostenibles.


    No es necesario argumentar la ausencia de festejos populares, el rechazo y las burlas a los funcionarios (que rehúsan enfrentarse en vivo a la sociedad), el temor oficial que se refleja en la presencia de miles de policías, incluso dentro de los recintos legislativos durante los estériles debates simulados. En cambio, si no se quisiera considerar la legalidad lastimada y la anémica legitimidad de las reformas, debemos por lo menos también argumentar que la situación de la sociedad mundial no apunta a la prosperidad generalizada. No hay poca, sino mucha retórica y hasta mentiras, en la afirmación de que, tras la Reforma Energética, financiarizando y exportando crecientemente nuestras precarias reservas probadas de petróleo crudo sin procesar a potencias sedientas de ese recurso estratégico, así como privatizando la electricidad a favor de monopolios, sobre todo foráneos, todo eso, junto con las demás reformas, hará de nuestro país una suerte de oasis de crecimiento acelerado, sustentable e igualador de la distribución de la riqueza entre la población.


    Menos aun será posible tal ilusión cuando en la economía y la sociedad mundial no solamente no se desvanece el fantasma de la gran crisis de 2008-2009, sino que se ahonda, inclusive trayendo consigo –además de la inestabilidad europea, etcétera– un peligroso militarismo que la embajadora estadunidense ante las Naciones Unidas, Samantha Powell, comparó recientemente con una situación “de guerra fría”, justo en el año (2014) en el que fue recordado el centenario del fatídico estallido de la Primera Guerra Mundial.


    No está concluido el proceso de Reforma Energética ni se ha decidido el último sentido de ésta. Existe un gran malestar social y político nacional. Desde el creciente clamor que exige la consulta popular hasta las insistentes demandas por el delito de traición a la patria, todo ello pasando por el enojo, la indiferencia, la incredulidad y hasta la burla popular. Malestar social que tiene lugar en un entorno nacional y mundial de crecientes tensiones económicas, políticas y sociales plenamente irresueltas que se agravan día con día. No se trata de ser aguafiestas: solamente sucede que estamos seguros de que está en juego –y que no se ha decidido verdaderamente a favor de– el futuro para nuestra gran nación. Por ello, es que ofrecemos al pueblo mexicano esta modesta contribución, deseando sea de utilidad para aclarar y delimitar las decisiones que en el futuro inmediato y no tan inmediato deban ser revisadas y adoptadas.


    Por supuesto, no podemos y no debemos dejar de reconocer el entusiasmo, profesionalismo y el valor de Ediciones Proceso al haber aceptado patrocinar esta obra cuyo camino no estuvo libre de innumerables obstáculos. A todo su equipo –y en solidaridad por la reciente partida de Julio Scherer– nuestro infinito agradecimiento.


    


    Eliezer Morales Aragón y Juan José Dávalos López

    Coordinadores del Foro Petróleo y Nación


    
      
        1 Esta red de ciudadanas y ciudadanos que denominamos Foro Petróleo y nación se ha compuesto por académicos, analistas, periodistas, profesionistas y trabajadores con experiencia y/o interés continuo en el sector energético mexicano. En ella se reúnen esfuerzos y talentos individuales, pero también parte de diferentes esfuerzos previos por preparar, informar, organizar y hacer efectiva la participación y la vigilancia de la sociedad mexicana, tanto en la defensa de sus derechos como en el desarrollo del sector. Entre estos esfuerzos están: el Grupo Ingenieros Pemex Constitución del 17; el Centro de Estudios Estratégicos de la Nación, A.C.; el Comité Nacional de Estudios de la Energía; el Observatorio Ciudadano de la Energía, A.C.; la Unión Nacional de Técnicos y Profesionistas de Pemex; el Frente Amplio Social; Constitución y República Nuevo Milenio, A.C.; así como militantes de algunos partidos políticos.

      

    

  


  
    

  


  
    Aspectos

    constitucionales

    y políticos

    de la Reforma

    Energética

  


  
    SOBRE LA REFORMA

    ENERGÉTICA DE 2013


    Declaración a la Nación1


    La ciudadanía ha contemplado, azorada, la rapidez (fast track) con la que recientemente se modificó el contenido principal de los artículos 25, 27 y 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En unas cuantas horas se destruyó, en perjuicio del interés general, lo que al país le costó décadas de lucha y de experiencia productiva. Mediante la consumación del trámite legislativo de la denominada Reforma Energética, en un proceso acelerado al grado extremo, la clase política mexicana en turno dejó en ruinas algunos de los postulados más importantes de nuestro pacto social, entre los que destacan la soberanía nacional y también la de los estados de la República Mexicana. No sólo se cambió la norma, sino que fueron agredidas de manera perversa varias de las piedras miliares de nuestra convivencia social. Nos indigna la anulación de nuestra democracia en sus términos esenciales y ver que lo que se nos presenta como un proceso democrático es, en realidad, una imposición de carácter oligárquico. Los gobernantes nos hablan como ciudadanos pero nos tratan como vasallos.


    La Reforma Energética aprobada de manera vergonzosa significa una transformación estructural del Estado: el Congreso ya no desempeñará ningún papel relevante en el diseño de políticas energéticas; al cambiar el carácter de organismo descentralizado a empresa productiva del Estado, no supervisará más a Pemex. El Poder Judicial no participará en las querellas y conflictos en materia de hidrocarburos, los juicios se desahogarán en tribunales internacionales. El presidente de la República adquiere más facultades, acentuando el presidencialismo autoritario y, por si fuera poco, el contenido nacional de la producción petrolera lo determinarán en el marco del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) y otros acuerdos internacionales.


    El resultado de esta reforma privatizadora deja ver claramente que la clase política predominantemente priista y panista se subió al “carro de la globalización” junto con la oligarquía mexicana y las empresas trasnacionales. De ahí que seguramente también participará como postora en la venta de Pemex y la CFE.


    Uno de los aspectos más nefastos de esta reforma es el otorgamiento de derechos al capital nacional y extranjero sobre el subsuelo y las aguas nacionales.


    Como es fácil observar, la argumentación y sobre todo las reformas aprobadas presentan como modificación básica la presencia fundamental, por demás ominosa, de las intrusivas corporaciones trasnacionales. Nuestro país sufrió antaño muestras mil de su prepotencia y, sobre todo, de su insaciable rapacidad en desmedro de nuestros intereses y dignidad nacionales. De aquí a muy poco tendremos muchas razones para lamentarlo y una enorme tarea para defender nuestros recursos naturales, casi únicos y no renovables. De más está decir que, como siempre, estos entes voraces verán por sus intereses y de ningún modo por nuestras aspiraciones de construir un país que, como Sísifo, no ha logrado, antes por el contrario, liberarse de la pobreza y abreviar la desigualdad, en la búsqueda de un bienestar al que tienen derecho nuestros compatriotas. Este es el sino que la clase política mexicana, aparentemente motu proprio, nos ha impuesto; y es también, como parte de una lucha política eminente, tarea primordial que se nos impone.


    Los lineamientos fundamentales que se han impuesto a la nación son expresos y diáfanos. El expolio estatal perpetrado fundamentalmente a nuestros hidrocarburos y a la industria eléctrica nacional es visible. La depredación estatal continuará apropiándose de una riqueza natural propiedad de todos los mexicanos, en olvido de las posibilidades y potencialidades de desarrollo auténtico para el país, para convertirla en los ansiados recursos líquidos, o sea, los recursos naturales de México, invaluables y finitos, monetarizados –por una parte– para el uso de la clase gobernante y

    –por otra– para satisfacer los intereses privados de los nacionales, pero sobre todo de la rapacidad de las corporaciones transnacionales, por una tercera parte. Es legítimo preguntarnos, más allá de la retórica hueca y la publicidad institucional, el porqué de este despropósito fundamental.


    Haciendo caso omiso de las indudables ventajas de utilizar los recursos del subsuelo para convertirlos en palancas de la transformación nacional, se ha optado desde hace décadas por utilizarlos para sufragar una parte sustancial del gasto corriente del Estado, además de cometer la insensatez de exportar petróleo crudo al extranjero con el propósito de dotarse de recursos monetarios, en lugar de darle el mayor valor a los hidrocarburos y transformarlos en productos refinados, de mayor valor que el crudo, o en los miles de productos que pueden salir de la industria petroquímica, de mucho mayor valor que los refinados.


    La falta de cordura de esta visión ha hecho caso omiso de las inmensas capacidades transformadoras de estos frutos del subsuelo. Esto dicho particularmente en el caso de las casi olvidadas y deformadas actividades de la petroquímica. En rigor, el planteamiento ya aprobado continuará ese diseño con mayor intensidad en el futuro. Para colmo, en realidad se ignora de modo permisivo la inmensa y paradigmática corrupción que aqueja las actividades de las industrias petrolera y eléctrica. Nada de esto es casual, sino por el contrario, es el síntoma de una tergiversación y parte de un proceso de liquidación sistemática de las actividades encomendadas primigeniamente a los entes del Estado responsables de su ejecución y desarrollo. Un cambio de paradigmas, dado a escala mundial, reforzó las carencias y torceduras que permitieron presentar a través del tiempo una situación de desastre cuya solución mágica está dada, según los autores mismos del despropósito, con la privatización de la actividad. Esto será, aunque hoy lo nieguen, uno de los objetivos cumplidos, de los que han atropellado las normas constitucionales que dieron razón de ser a un pacto social que, no sobra repetirlo, ha sido vulnerado de modo brutal haciendo caso omiso de nuestros intereses e hitos históricos.


    A mayor abundamiento, en el Plan Nacional de Desarrollo no existe el programa energético a seguir y de paso se ignora la consulta permanente que habrá de hacerse conforme a la Ley de Planeación del Desarrollo.


    La tarea que se nos presenta a los ciudadanos para enmendar este atropello es descomunal. Pero, al mismo tiempo, es algo que resulta necesario e irrenunciable emprender. Los vastos recursos sociales albergados en nuestro ser nacional deben ser puestos en movimiento. Las tareas tocan al mismo tiempo la necesidad de construir formas de democracia directa que hoy ya se encuentran presentes en otras naciones y, al mismo tiempo, ser capaces de abrir los cauces para lograr que los ciudadanos, lejos de contemplar pasivamente los atentados en contra de nuestros intereses y hasta nuestra dignidad, sean consultados antes de que los poderes formales, de manera inconsulta y por tanto atrabiliaria, nos impongan su voluntad. Todo ello a título de una supuesta representación nacional que les permite arrogarse todo género de discrecionalidades que ponen al servicio de sus particulares sesgos ideológicos y –hoy lo sabemos a ciencia cierta– de sus intereses mezquinos. Se trata pues, de poner coto a las expresiones plutocráticas que hoy parecen avasallarnos e invitarnos sin más a la rendición. No es el caso el de aceptar este aparente destino inexorable. Por el contrario, aunque hoy pareciera que la suerte está echada, la necesidad del análisis, la crítica razonada y la organización de la resistencia y de la respuesta debiera ser la tónica de la orden del día.


    Colofón. Proponemos esta pregunta a la ciudadanía en la Consulta Popular:


    ¿Estás de acuerdo con que se hayan reformado los artículos 25, 27 y 28 de nuestra Constitución Política para que las industrias petrolera y eléctrica dejen de ser actividades estratégicas del Estado?


    Foro Petróleo y Nación


    Evento académico de análisis de la Reforma Energética organizado con el respaldo de la Facultad de Economía de la UNAM, en 13 sesiones que se llevaron a cabo del 15 de agosto al 14 de noviembre de 2013.


    México, Distrito Federal, a 20 de diciembre de 2013.


    Coordinadores:

    Eliezer Morales Aragón, Juan José Dávalos López,

    Lorenzo Gutiérrez Bardales.


    Académicos y ciudadanos participantes en el Foro Petróleo y nación: Miguel Badillo Cruz, Fabio Barbosa Cano, Teresa Aguirre Covarrubias, Alejandro Álvarez Béjar, Teresa Avedoy Corona, Elvia Mercedes Cabañas Cortés, Jorge Calderón Salazar, Federico Campbell Quiroz, Leticia Campos Aragón, Abelardo Cantú Chapa, Fausto Cantú Peña, Raúl Carbajal Cortés, Francisco Javier Carrillo Soberón, Rolando Cordera Campos, Jorge Díaz Terán Capaceta, Nancy Flores, Mario Galicia Yépez, Francisco Garaicochea Petrirena, Juana Margarita Garza Castro, Ana Margarita Gutiérrez Garza, Jesús Antonio Carlos Hernández, Benjamín Hernández Madrigal, Carlos Huerta Durán, Javier Jiménez Espriú, Ifigenia Martínez, Carlos Federico Molina-Enríquez Murguía, Alejandro Mújica Montoya, Blanca Muñoz Cota Múgica, Porfirio Muñoz Ledo, José Manuel Muñoz Villalobos, Rocío Nahle, Jorge Eduardo Navarrete, Gonzalo Núñez González, Felipe Ocampo Torrea, Sergio Benito Osorio Romero, José Ovidio Puente León, Silvia Ramos Luna, Édgar Rivera, Víctor Rodríguez Padilla, Édgar Rojas Islas, Eduardo Romero Bringas, Raúl Rueda Pérez, Fluvio Ruiz Alarcón, Antonio Tenorio Adame, Ramón Carlos Torres Flores, Joaquín Vela González, Cuauhtémoc Velasco Oliva, Emilio Zorrilla Vázquez.


    Sitio web del Foro: http://petroleoynacion.org/ Responsables de la publicación: Eliezer Morales Aragón, Juan José Dávalos López, Lorenzo Gutiérrez Bardales


    
      
        1 Desplegado de plana completa publicado en la página 9 del diario La Jornada del 20 de diciembre de 2013, coincidiendo con la firma de las reformas a la Constitución en materia de energía por parte del presidente Enrique Peña Nieto y con su publicación ese mismo día en una edición extraordinaria (vespertina) del Diario Oficial de la Federación.

      

    

  


  
    LA CONSTITUCIÓN

    DESFIGURADA


    Diego Valadés1


    La Constitución está siendo desfigurada en una dimensión que hasta ahora era inimaginable. El proyecto de reformas sobre energéticos contiene contradicciones y errores que asombran.


    A pesar de los defectos acumulados durante décadas, la Constitución ha conservado cierta dignidad. Las reformas previas, hechas a veces con precipitación y sin el rigor necesario, nunca incurrieron en los desaciertos actuales.


    Al margen de coincidir o no con el contenido de la reforma en trámite, es imposible dejar de reaccionar ante la deformación constitucional que implica. No recuerdo otro caso, en México, en el que se haya procedido con tanto desdén por las palabras de la ley.


    Mencionaré sólo lo más ilustrativo. La iniciativa presidencial, con mayor coherencia técnica había planteado la supresión del petróleo y del gas como parte de las áreas estratégicas a las que refiere el artículo 28. En virtud de que las críticas fueron muy intensas, ahora se opta por dejar esas áreas como están, para servir de fachada nominal. Se mantiene formalmente el principio de que la exploración y explotación de petróleo y de gas no constituyen un monopolio aun cuando el Estado las “ejerza de manera exclusiva”. También se sostiene la prohibición constitucional vigente, del ­artículo 27, en el sentido de que en cuanto a hidrocarburos “no se otorgarán concesiones”.


    Sin embargo en las líneas que se pretende adicionar al 27 se admiten contratos con particulares para “exploración y extracción”, y una ambigua figura denominada “asignaciones”, que servirá para todo lo que se desee. Luego, a través de los transitorios, se va más lejos porque se precisa que esos contratos pueden ser de servicios, de utilidad y de producción compartida, y de “licencia”. En pocas palabras, en una parte de la Constitución se negarán las concesiones con ese nombre y en otra se otorgarán con denominaciones equivalentes.


    En los transitorios se incluye, asimismo, el derecho de las empresas extranjeras para reportar en sus estados financieros el petróleo mexicano. Será muy llamativo que los inversores se den por satisfechos con lo que aparezca en unas disposiciones transitorias, o sea, efímeras, y que no figurará en el texto de ninguna edición de la Constitución. Si los autores del proyecto consideran que con esos transitorios darán seguridad jurídica a los inversores internacionales es porque tal vez cuenten con otro recurso, al que no se hace alusión en el dictamen ni ha surgido en los debates: el Tratado de Libre Comercio con Canadá y Estados Unidos.


    Cuando entren en vigor estas reformas, las reservas en cuanto a petróleo y gas contenidas en el TLC quedarán sin sustento y las controversias que surjan no serán sometidas a la jurisdicción mexicana sino al arbitraje internacional, o se solucionarán de acuerdo con las reglas del Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones, del Banco Mundial. Esta circunstancia ofrecerá ventajas procesales a quienes en el futuro litiguen contra México con motivo del nuevo régimen contractual.


    Las disposiciones transitorias tienen, como su nombre indica, una eficacia perentoria. Su objeto se agota en el tiempo. En México no se habían utilizado los transitorios como técnica de engaño y de ocultamiento, como se hace en el caso de esta reforma. De los 21 transitorios, 11 contienen disposiciones permanentes que deberían formar parte del cuerpo constitucional.


    Para que el lector se haga una idea de las características del proyecto, de las 6 mil 900 palabras que lo componen, más de 6 mil corresponden a los transitorios. En estos transitorios se otorgan al presidente facultades extraordinarias para legislar, alterando lo dispuesto por artículo 49 de la Constitución; se confieren a la Cámara de Diputados atribuciones para modificar una reforma constitucional, contraviniendo el artículo 135, y se contradice o altera de manera permanente lo que por otra parte se propone introducir en los artículos 25, 27 y 28.


    Entre los aspectos encubiertos aparece una disposición que augura la extinción paulatina de Pemex. Para no hacer ostensibles esta y otras decisiones difíciles de explicar, se optó por la invención de reglas seudotransitorias.


    Es probable que las contradicciones y las equivocaciones de la Constitución transitoria tengan por objeto confundir a la opinión pública. La confusión está en otra parte. Desfigurar la Constitución tiene un costo que no es previsible pero que habrá que pagar.


    
      
        1 Jurista, constitucionalista. Ha sido director del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, donde actualmente es investigador.

      

    

  


  
    PETROLERAS FUERTES,

    CONGRESO DÉBIL


    Diego Valadés1


    La reforma en materia de energéticos fue tramitada con inusitada celeridad. Se optó por un procedimiento expeditivo no tanto por la relevancia del asunto, que esperó un año a partir del inicio de la administración, cuanto por la preocupación de que se produjeran reacciones imprevistas.


    Para sortear el debate parlamentario se invocó el argumento de que el asunto había sido discutido por años. Esto es cierto, pero vale recordar lo que en una etapa de la Segunda Guerra Mundial dijo Churchill: “Esto no es el fin; ni siquiera el principio del fin. Tal vez sea el fin del principio”. En nuestro caso, el gran debate sobre los energéticos va a continuar. Antes de diciembre de 2013 la posibilidad del cambio constitucional era incierta; hoy es un hecho, y ahora sigue la manera como se aplicará.


    Los incidentes del trámite congresual quedan atrás. Hacia adelante vienen otras cuestiones. Por ejemplo, la Presidencia de la República, como órgano del poder, recibió un importante aumento de facultades sin que se previeran controles por parte del Congreso. Además, Pemex y la Comisión Federal de Electricidad dejarán de ser organismos públicos descentralizados para convertirse en una nueva categoría denominada “empresas productivas del Estado”. Al margen de que esa conversión sea o no un paso hacia su empequeñecimiento, uno de sus efectos será privar al Congreso de los escasos instrumentos de control que disponía.


    Conforme al artículo 93 constitucional las cámaras tienen derecho a investigar a los organismos descentralizados y a las “empresas de participación estatal mayoritaria”, pero no a otro tipo de empresas ni a las dependencias del gobierno. Esta es una de las muchas expresiones de hermetismo en que ha sido irreductible nuestro arcaico sistema presidencial. La transparencia se limita al acceso de los particulares a la información, pero se mantiene cancelada la posibilidad de que el Congreso investigue lo que le parezca necesario. Para advertir el nivel de nuestro rezago, téngase en cuenta que el Congreso de Estados Unidos integró su primera comisión de investigación gubernamental ¡en 1792!


    La reforma no autorizó al Congreso para convocar ni para pedir informes a las empresas privadas que intervengan en la producción de energéticos. En otros sistemas los congresos y parlamentos tienen atribuciones para investigar a particulares cuando el desempeño de sus actividades es relevante para el interés nacional.


    Las acciones de investigación son comunes en los sistemas presidenciales y en los parlamentarios. Como ejemplos están Brasil y Estados Unidos, lo mismo que Alemania, España, Italia, Noruega y Gran Bretaña. En las constituciones de esos países la potestad pesquisidora de los congresos y parlamentos se extiende a todos los aspectos que se consideren de interés público e incluyen la posibilidad de hacer comparecer a autoridades y a particulares. En el caso de los particulares se contempla tanto a los nacionales como a los extranjeros.


    Al sustraer de la competencia congresual a las nuevas “empresas productivas” de energéticos y al ampliar las facultades presidenciales en esa materia, se contrajo aún más la débil estructura de controles susceptibles de ser ejercidos por el Congreso.


    Un problema adicional consistirá en que el amplio margen de poder del presidente en cuanto a los contratos con las petroleras lo convertirá en el centro de fuertes presiones, sobre todo internacionales, y no contará con el potencial apoyo de un Congreso que carece de facultades en esos asuntos. La ley no podrá suplir la omisión pues sería impugnable por su falta de soporte en el texto constitucional.


    Éste y muchos otros asuntos irán aflorando conforme se produzcan los efectos de la nueva realidad constitucional. Si se considera que lo más complicado ya pasó, se estará simplificando la vida institucional y económica del país.


    La situación es reversible. Se requiere un instrumental democrático de controles que compense las presiones del poder económico sobre la Presidencia y que permita a los representantes de la nación supervisar las actividades de particulares relacionadas con el interés de México.


    De no construirse esos instrumentos de la democracia el país quedará expuesto, como antes de la nacionalización, a un excesivo poder de las petroleras en perjuicio de las instituciones. Evitarlo no depende de la reciedumbre de una persona sino de la fortaleza de un sistema. La Reforma Energética obligará a una profunda reforma democrática.


    
      
        1 Jurista, constitucionalista. Ha sido director del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, donde actualmente es investigador.

      

    

  


  
    

  


  
    RESUMEN Y CONCLUSIONES DEL ANÁLISIS POLÍTICO DE

    LA REFORMA ENERGÉTICA


    Eliezer Morales Aragón1


    1.- En el contexto actual, es necesario plantear un hecho: la profunda naturaleza política de nuestra lucha; y a partir de ello, señalar claramente que se trata de una contienda de largo plazo.


    Con esta visión entendemos las reformas energética, laboral, educativa, hacendaria y en telecomunicaciones, en la línea de sometimiento de México al Consenso de Washington. Una verdadera traición a la patria, cuyos puntos cruciales fueron la implantación del modelo neoliberal a partir del régimen de Miguel de la Madrid y su clarificación como proyecto de nación por Carlos Salinas de Gortari.


    El diseño y aplicación de este modelo fue resultado fehaciente de la fusión de los intereses de la oligarquía mexicana con el capital trasnacional y la fuerza del Estado mexicano, y su superación pasa fundamentalmente por un profundo cambio en la correlación de las fuerzas políticas del país.


    El asesinato de Luis Donaldo Colosio, los fraudes electorales contra Cuauhtémoc Cárdenas y Andrés Manuel López Obrador, la privatización del ejido y el desmantelamiento de las empresas públicas son los momentos cruciales de la marcha triunfal de un proceso para privatizar y extranjerizar las palancas y los bienes fundamentales de la economía mexicana.


    2.- La prédica de la clase política es: las decisiones las tomamos nosotros y las coagulamos en las instituciones. La nuestra es: la política se hace haciendo política. Esta paradoja o redundancia aparente se explica señalando que en la naturaleza de nuestra lucha se encuentra el meollo de la discusión en torno al hecho de que la clase política, a partir de la normativa del derecho positivo, se arroga para sí todas las decisiones fundamentales en todos los órdenes de la vida del país. En ese sentido, los individuos y los partidos, así como organismos como el INE (antes IFE), los institutos estatales electorales y los tribunales, el federal y los locales deciden todo al margen de los ciudadanos.


    En efecto, esa clase política interpreta y aplica la ley a su conveniencia, apoyándose en tribunales a modo, en jueces que tuercen los procedimientos y anulan la norma, complementados con toda una estructura donde caben lo mismo las diversas policías, las Fuerzas Armadas y las cárceles. Así, la ciudadanía mexicana, que nunca ha dejado de luchar, tiene uno y mil obstáculos para ejercer sus derechos e incidir en la conducción de Estado. Por ello, las tareas más importantes para desarrollar una ciudadanía plena reside en romper las trabas constitucionales y paraconstitucionales; las prácticas del régimen político como el control corporativo, la compra del voto, el fraude electoral; la inmoralidad de empobrecer a la población y con dádivas hacer de cada pobre un votante a favor del sistema; la acción mediatizadora de la televisión, la radio y la prensa; la corrupción, la intimidación abierta o encubierta hasta superar el ostracismo en que han hundido a la ciudadanía y convertirla en participativa. Ahora y en el largo plazo este es un objetivo absolutamente indispensable.


    3.- Es nuestro deber plantear las grandes dificultades que es necesario vencer con el propósito de lograr el objetivo de revocar las reformas constitucionales ya aprobadas. O sea, ante un gran obstáculo es necesario desplegar grandes esfuerzos para echar atrás las decisiones ya cristalizadas en las reformas constitucionales. Lo enorme de la tarea tiene su correspondencia con la construcción de una movilización social y un embate de la misma magnitud. Esto significa que esta batalla, además de la izquierda que debe empeñar su mejor esfuerzo, debe entender desde ahora que esta empresa debe concitar la concurrencia de sectores sociales adicionales a la izquierda misma. Por ello, además de que las movilizaciones deben congregar a toda la izquierda, sin excepción, debe procurarse desde ahora arrastrar a nuestro lado a todos los jóvenes, estudiantes, trabajadores organizados o no, a los maestros de todos los niveles, a las mujeres, empresarios nacionalistas de todos los tamaños, campesinos, sin importar su credo, preferencia sexual, origen étnico o nivel económico. Esta mención es para enfatizar que se trata de una lucha de todos y es necesario desarrollar un autentico terremoto ciudadano si es que se desea tener éxito. El propósito de esta tónica es comprender desde ahora que la movilización social en el sentido más amplio de la palabra es necesario para generar un gran movimiento político-social poseedor de una enorme claridad en sus objetivos, vigoroso y certero en sus razonamientos. Su fuerza debe fundarse en la solidez de sus argumentos y, por tanto, debe ser poseedor de una sólida convicción en sus ideas.


    4.- Uno de los referentes más constantes que hemos venido desarrollando para vertebrar nuestra oposición a las reformas constitucionales fue una doble consideración. La primera de ellas se basa en la naturaleza profundamente regresiva de las iniciativas ya aprobadas y que coagularán en el muy corto plazo en la legislación secundaria. En el caso de la Reforma Energética, sus perfiles se encuentran ya prefigurados en los 21 transitorios y se concretarán en las próximas semanas. El segundo elemento toral, imbricado con el anterior, es el propósito explícito de la privatización modernizadora explícita en sus componentes básicos. El cariz absolutamente innegable, tipológicamente neoliberal, es rechazable en tanto la total ausencia de carácter social está divorciada desde el origen del propósito social que le confirió el constituyente. No sólo en el tenor de los artículos hoy reformados, sino también de lo que es la tónica de otras definiciones, también de naturaleza social. Este hecho nos lleva a presentar como argumento político central la idea de que no sólo se trata de una reforma sumamente lesiva sino además implica la ruptura del pacto social, pues, como si se tratara de un golpe de Estado, desaparecieron lo poco que había de estado de derecho, la división de poderes, el pacto federal, liquidaron la soberanía nacional, cedieron derechos sobre el subsuelo y las aguas nacionales, continuaron desmantelando la política social y dejaron el interés nacional en manos de tribunales internacionales. En síntesis, llenaron de oprobio a las instituciones, modificaron las reglas de la convivencia política y destruyeron el tejido social. La consecuencia política de este argumento nos lleva a postular la improcedencia de las reformas y, por tanto, la necesidad de su revocación mediante la consulta ciudadana y la amplia movilización social.


    5.- Lo anterior nos lleva directamente a plantear, sin mediaciones, el contraste existente entre nuestra posición y la sustentada por la dualidad PRI y PAN, que en todos los casos es necesario calificar como eje conservador de la vida política nacional. Se trata en realidad de confrontar la posición reaccionaria que ya desde sus primeras expresiones ha descalificado la posibilidad de conceder a la revocación, prevista en el artículo 35 constitucional para ser aplicada a las reformas ya promulgadas, así como al conjunto de consecuencias jurídicas, económicas, laborales y demás. Debemos tener claro que ésta es apenas la primera fase de la batalla. Es necesario tener claridad en este punto.


    6.- Enseguida se encuentra ante nuestros ojos la necesidad de presentarnos como firmes partidarios y proponentes para realizar una verdadera reforma energética que, ésta sí, lleve a cabo la crítica de todo el manejo realizado en el sector energético en las últimas décadas. En esta parte debe jugar un papel preponderante en nuestra argumentación circunstanciada de las razones de por qué no es factible aceptar el carácter de reforma del proceso privatizador-modernizador ya en marcha


    7.- Como parte fundamental de la crítica a realizar hay que desarrollar dos aspectos. El primero se refiere a la naturaleza liquidadora que pretende realizarse en contra de Pemex y de la CFE, al transformarlas en empresas productivas del Estado. Se trata de un endriago jurídico cuya naturaleza todavía ignoramos, pero dados los propósitos y el contexto creado por los reformadores, no debe esperarse nada bueno de la degradación proyectada. Si no, al tiempo. El segundo elemento es, a no dudarlo, la presencia de las corporaciones trasnacionales en nuestro territorio, a las cuales, en el colmo de la imprevisión, se les ha dado acceso a la propiedad de los hidrocarburos de nuestro subsuelo. La falta de visión de nuestros descuidados legisladores no ha parado mientes en el caso de la minería a cielo abierto, los hidratos de metano y las tierras raras, todas ellas riquezas presentes y también potencialmente para el futuro. Esta mención no puede ser exhaustiva. Por ello calificamos a esto como uno más pero no el último capítulo de nuestra desventura por venir, de la cual nunca podemos lamentarnos lo suficiente.


    Después de todo, la conducta de los legisladores no es sólo una claudicación, sino el sometimiento acrítico del Congreso a la voluntad del presidente de la República, e incluso refleja lo que ya es del dominio público: la descomposición política que tiene lugar en ese órgano de representación nacional, cuyos integrantes comercian sus decisiones a cambio de dinero, anulando la acción de uno de los poderes de la unión, tornándolo ilegítimo y ajeno al interés nacional.


    8.- Es indudable que una parte infaltable de las referencias políticas tiene que ser la conversión de Pemex en apéndice de la SHCP, y por ello en haber sido convertida en la entidad que suministra, entre y 35% y 38% del presupuesto de gasto corriente del Presupuesto de Egresos del gobierno federal. Se trata, sin duda alguna, de una de las perversiones más evidentes a la vista en el manejo de nuestros hidrocarburos. Por tanto, la necesidad de realizar una de las críticas más solidas, en el propósito de reconsiderar de fondo la naturaleza misma de los hidrocarburos y, por tanto, el imperativo de reencauzar el rumbo del sector energético.


    9.- Concomitante con el anterior, se encuentra el terrible despropósito perpetrado desde hace décadas de perseguir las cotas más altas posibles de extracción de petróleo crudo, para lograr los niveles más elevados de exportación. Se trata de una forma nada sutil de eutanasia diferida del futuro de la nación. Pocas cosas existen que pudieran llegar a ser más lesivas, dentro de las amenazas más ominosas a nuestro país.


    10.- Como fruta madura, desprendida lógicamente de los puntos anteriores, emana las tesis de concebir a los hidrocarburos más como fuente de recursos líquidos que como palancas, sumamente versátiles y capaces de proporcionar múltiples insumos, impulsores de la actividad económica. No sólo eso, entre las innovaciones más pregonadas y también más notoriamente erradas se encuentra el argumento de las bondades de exportar el petróleo crudo, enseguida importar refinados, empezando por los combustibles mismos, la conclusión es que se nos dice que la SHCP otorga cuantiosos recursos para subsidiar nuestro consumo. El mismo procedimiento es aplicado a la petroquímica, en desperdicio flagrante de las inversiones ya realizadas y del abandono de actividades productivas ya en marcha.


    11.- La explotación de los hidrocarburos en cada una de sus muy variadas fases, es una de las actividades que, de manera más frecuente y difundida, provocan daños ecológico-ambientales de una enorme variedad y, frecuentemente, resultan ser sumamente graves. Por ello, las menciones que de leves a inexistente se han hecho a estos problemas resultan, por decirlo suavemente, inadecuadas. Por el contrario, lo ecológico-ambiental y los perjuicios que ocasiona la explotación de estos recursos naturales, irrevocablemente no renovables y por tanto finitos, tiene que ser abordado. Esto señala que esta problemática debe tener un lugar preferente dentro del campo de nuestros planteamientos. La relevancia intrínseca que tiene, gradual pero obligadamente, debe ser claramente incluida dentro de cualquier argumentación del manejo de los energéticos.


    12.- En un ámbito distinto, pero sin faltar ninguna, es necesario tomar en consideración la normativa de rango constitucional que marca la obligación de formular un Plan Nacional de Desarrollo. Derivado de esto se encuentra la necesidad de incluir el Programa Sectorial de Energía, acompañado de la realización de abrir una consulta ciudadana para que la nación tenga conocimiento y opine sobre el particular. Ello significa formular una estrategia energética, recibir opiniones y debatirlas según los lineamientos constitucionales definidos. Es útil tener presente la necesidad de estar atentos a la convocatoria de los foros de discusión que se realicen por esta razón.


    13.- Dentro de las fallas que, por ausencia, deben destacarse en el manejo y previsión del sector energético se encuentra, sin duda alguna, la omisión en la formulación de un programa para el desarrollo de fuentes energéticas limpias, renovables y sustentables, distintas a las provenientes de los combustibles fósiles, pero sobre todo, falta de políticas y medidas para la preservación de los intereses y derechos de las futuras generaciones de mexicanos.


    14.- En el pasado no muy remoto, estuvo presente en la preocupación del gobierno y los ciudadanos la necesidad de desarrollar, como base indispensable para el manejo de la industria, el desarrollo de tecnologías propias. Por ello, es indispensable reclamar la necesidad de reavivar y vigorizar al máximo las funciones del Instituto Mexicano del Petróleo (IMP). Resulta inexcusable aceptar la tesis de que no tenemos necesidad de desarrollar tecnología porque ésta puede adquirirse. Lo correcto es señalar que una y otra cosa no se oponen y que por esa razón es necesario contar con ambas opciones.


    15.- Por último, pero de ninguna manera por ser menos relevante que las menciones anteriores, se encuentra la corrupción rampante que ha sido visible y paradigma de las actividades ­vinculadas con la extracción y utilización de los hidrocarburos y en el desarrollo de la actividad y el servicio eléctrico. Existen tantas menciones sobre este punto que se ha convertido en todo una figura folclórica y de género literario. Por ello, no son admisibles las menciones meramente epidérmicas o superficiales a esta cuestión. Por el contrario, se trata de algo que ha devenido en estructural y que requiere ser atendido y resuelto en concordancia con su importancia.


    16.- Un mea culpa. Se requiere incluir en los puntos anteriores todo lo concerniente a la CFE y en general a la generación, distribución y el servicio eléctrico. Se trata de una omisión imperdonable.
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    LA PRIVATIZACIÓN DEL

    SECTOR ENERGÉTICO


    A LOS MIEMBROS DE LAS CÁMARAS DE SENADORES

    Y DIPUTADOS


    Javier Jiménez Espriú1


    Através de la prensa nacional, primero, y, después, por la llamada de un senador amigo me enteré de la intención de los organizadores de los foros parlamentarios para la Reforma Energética de invitarme a participar en ellos para exponer los argumentos en los que baso mi decidida oposición a la iniciativa presentada por el Ejecutivo de la unión.


    He declinado la posible invitación, y lo expreso, porque se hizo pública; porque no estoy dispuesto a formar parte de lo que considero el “coro de los esclavos” de una ópera en cuyo libreto está ya definido el desenlace.


    Asistí a los foros que con el mismo tema se organizaron en 2008 confiado –iluso de mí– en que la fuerza de la razón y de los argumentos podría sacudir las conciencias de algunos legisladores y tener algún efecto frente a las consignas.


    Fue inútil. Que penosa es la muestra de sometimiento, de subordinación, de sumisión, de servilismo, de abyección, al que están sujetos quienes prefieren la comodidad de la servidumbre recompensada, a la lucha por la libertad de manifestación y de conciencia y a la defensa de los intereses nacionales.


    Hoy, nada ha cambiado y las declaraciones del secretario de Energía que expresa que “habrá Reforma Energética pese a protestas”, o la del senador David Penchyna, que señala que debe haber Reforma Energética “al costo que sea” –que al fin tienen en el Congreso la mayoría necesaria–, dan el marco rígido y autoritario de lo que anuncian como “foro plural”, en el que “escucharán las voces disidentes”, como hace cinco años, para luego, a la brevedad, ignorarlas, como si fueran gritos perdidos en el desierto, durante la aprobación legislativa correspondiente.


    Cumplirán con el rito seudodemocrático, y en lo posible, dentro del calendario previsto por el Ejecutivo, intentarán dar el golpe de gracia a los artículos 27 y 28 de la Constitución y a la nación misma, para estar en posibilidad de entregar una parte sustantiva de la renta petrolera y legitimar la inconstitucional entrega a la iniciativa privada extranjera, de la generación de energía eléctrica para servicio público ya consumada.


    Pero mi decisión de no participar en esos foros, en los que “todo estará bajo control”, no significa de manera alguna abstención de mi parte a exponer los argumentos que me dan la convicción plena de que la propuesta es un enorme error histórico de gravísimas consecuencias para nuestra nación, argumentos que, por otra parte, he dado a conocer y seguiré exponiendo en decenas de foros de toda índole, incluyendo dos en la Cámara de Senadores, con la presencia de muy contados legisladores y uno en la de Diputados, con la asistencia de no más de tres interesados “representantes populares”.


    Con esta idea, hago llegar a todos los miembros de las dos cámaras el presente documento, que expresa mis convicciones y preocupaciones y en el que señalo el porqué de mi postura en contra de lo que se pretende, y expongo los argumentos que sustentan mi posición que, estoy convencido, coinciden con la de la mayoría de los mexicanos, documento que haré público a través de todos los medios a mi alcance.


    • • • • •


    Hace 20 años, al iniciarse un nuevo ataque para la privatización del sector energético, expresé, y lo vuelvo a reiterar hoy, por su plena vigencia, que los diagnósticos y planteamientos del gobierno para concluir que la privatización del sector energético –o modernización, como le llaman– es necesaria; y para ello es preciso modificar los artículos 27 y 28 de la Constitución, pues éstos adolecían de múltiples defectos: insuficientes en el análisis económico, discutibles desde el punto de vista técnico, inconsistentes en el aspecto legal, ignorantes de contenido histórico, ayunos de sensibilidad política y carentes de patriotismo.


    Menciono los seis aspectos, porque la industria petrolera y Pemex no pueden analizarse a fondo si se soslaya cualquiera de ellos, ya que no se trata de una industria común.


    Independientemente de que el sector energético es estratégico para cualquier nación, el caso específico de los hidrocarburos y de Pemex tienen para los mexicanos connotaciones no únicamente económicas –que son desde luego de fundamental importancia–, sino de muy diversa y trascendental índole.


    Pemex es la empresa que tiene a su cargo los más importantes recursos no renovables con que nos dotó la naturaleza –aunque los hubiera escriturado el diablo– y cuyo cuidado consagra nuestra Carta Magna como área estratégica y de exclusividad del Estado Mexicano, pero también es una empresa productora de commodities. Es una entidad símbolo que se encuentra enraizada en el alma de los mexicanos. Pemex es, desde su nacimiento, la empresa emblemática de la soberanía nacional. Su importancia económica, política –interna e internacional– y social es un todo inseparable.


    La propuesta resulta inconsistente, porque surge de un procedimiento contrario a toda lógica. Se ha partido de la decisión de abrir el sector energético a la inversión privada y a partir de esa decisión se han acomodado premisas, argumentos, datos y diagnóstico –en ese orden– para sustentar la solución decidida de antemano.


    Los datos, además, son sesgados y manipulados; van acompañados de un lenguaje engañoso y de algunas verdades a medias que no son sino mentiras dolosas.


    Cuán diferente es el Pemex que nos muestran como un organismo desahuciado, carcomido, irredento, cuya única salida es la terapia intensiva de los salvadores extranjeros y la empresa extraordinaria, pujante, rentabilísima, que ofrecen en la presentación a los empresarios que quieren invitar a venir a invertir a México en la industria del petróleo.


    Porque es cierto que Pemex está técnicamente quebrado; que las reservas de Cantarell declinan; que no tenemos toda la tecnología para perforar a grandes profundidades en el mar –aunque no estamos en cero–; que el sindicato de Pemex es enormemente oneroso –aunque esto no se menciona ni con el pétalo de una palabra, seguramente como consecuencia de un pacto para el Pacto por México–; que sólo tenemos petróleo para 10 años con los actuales ritmos de explotación, válido si ya no hacemos nada para probar nuevas reservas –que ofrecemos venir a probar y a explotar a los extranjeros– ni optimizamos la explotación de las probadas; que en Pemex hay ­ineficiencias y corrupción; que se requiere una reforma de fondo.


    Pero también es verdad –que no se exterioriza porque se opone a los intereses de quienes pretenden abrir la industria petrolera a la iniciativa privada– que Pemex está técnicamente quebrada a propósito, con una cortedad de miras inaceptable; sin considerar su potencial, su importancia para el desarrollo del país ni sus necesidades de inversión, mantenimiento y modernización –para lo cual es ampliamente solvente– y de protección de la soberanía de la nación.


    Así es. Desde hace más de tres décadas se han instrumentado en nuestro país, en forma maquiavélica, políticas públicas destinadas a desmantelar las capacidades nacionales, principalmente en los organismos públicos, Pemex y la CFE –al igual que Comunicaciones y Transportes y Recursos Hidráulicos–, por citar los más evidentes, con decisiones que, fundadas en la convicción de las autoridades en la falta de talento nacional, en una incapacidad innata para resolver nuestros propios problemas y en la necesidad de recurrir a otros para hacerlo, no hacen sino beneficiar a las empresas extranjeras.


    En 1997, al recibir el grado de honor de la Academia Mexicana de Ingeniería, presenté un trabajo titulado El futuro de México sin ingeniería mexicana. En él hacía una pregunta fundamental: ¿Qué puede hacer una nación sin ingeniería propia, sin capacidades científicas y tecnológicas? Y daba una respuesta que hoy se confirma correcta: seguramente otra vez, cambiar vidrios y espejos por los frutos de nuestras entrañas, aunque ya no usemos penachos ni obtengamos nuestros títulos y grados en el Calmécac.


    No hemos aprendido –decía– una lección fundamental: la autodeterminación tecnológica es cuestión de supervivencia nacional. La moderna tecnología de la dependencia es crear la dependencia de la tecnología.


    Antes se invadían territorios, hoy se apropian industrias y mercados. En esta guerra de conquista que hoy llamamos competencia, nuestros gobernantes han encomendado precisamente a nuestros contendientes o han aceptado sumisamente de ellos, el diseño de nuestras estrategias. ¿Qué diferencia hay entre el conquistador que, empuñando un mosquete, vino a llevarse nuestro oro en el nombre del rey, y el ejecutivo de la trasnacional que armado con una presentación de McKinsey y en connivencia con los modernos Almontes, viene a buscar la cesión de la renta petrolera en favor de la Exxon, la Chevron o la Shell?


    Nuestros competidores pulen la bandeja de plata en la que les entregamos nuestras riquezas.


    “Quieres que el mundo adopte la agenda económica de Estados Unidos –dice la tesis de las becas Fullbright–, toma a algunos de sus jóvenes en edad impresionable; adoctrínalos en las escuelas de la Ivy League; regrésalo a su país, y asegúrate de que los nombren secretarios de Estado, para que desde el púlpito de su ministerio, implementen, con el fanatismo y la ceguera de un dogma religioso, el evangelio según Uncle Sam.


    En 1990 John Williamson, economista del Banco Mundial, elevó este evangelio según Uncle Sam a nivel de sagrada escritura, en un documento que tituló El consenso de Washington. Este prescribía las condiciones que una red de instituciones financieras internacionales (el propio Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional, la International Finance Corporation y otras) establecerían para otorgar créditos a los países en desarrollo. Estas instituciones, claro está, son financiadas a su vez por los gobiernos de los países industrializados que llegan al poder con los donativos de campaña de sus grandes corporaciones, destacando entre ellas las petroleras trasnacionales. Entre las condiciones de los créditos figuraban en primerísimos lugares la eliminación de subsidios y la privatización de los servicios y los negocios públicos; y, entre ellos, el más jugoso de todos: el petróleo.


    En el documento del Banco Mundial titulado: Creando las bases para el crecimiento equitativo de México, 2006-2012, entregado a nuestro gobierno unas semanas antes del envío de las iniciativas de 2008, se dice, en lo relativo a energía, que: “aunque la condición de Pemex como monopolio de Estado está garantizada en la Constitución, sería necesario encontrar alguna forma de asociarse con otras compañías para realizar actividades de exploración que eviten problemas de seguridad energética en el futuro y generen incentivos al trabajo eficiente en el sector. Petróleos Mexicanos carece de recursos técnicos y financieros para realizar actividades de exploración más intensas”.


    Una pregunta clave es: ¿A quiénes beneficiaban las medidas prescritas en El consenso de Washington? ¿A los países que pedían los créditos o a las corporaciones de los gobiernos que los financiaban? En 2002, el Departamento del Tesoro de Estados Unidos calculó que por cada mil millones de dólares que ese país contribuía a los bancos internacionales de desarrollo, las trasnacionales americanas recibían más de 2 mil millones de dólares en contratos en los países subdesarrollados.2 En 1992, Davidson Budhoo, un execonomista del Fondo Monetario Internacional, en un acto de contrición declaró que las “condiciones impuestas por estas instituciones no buscaban mejorar las condiciones de los países en desarrollo, sino satisfacer las necesidades económicas de los países industrializados”.3


    Fue la presión internacional la que llevó a México a privatizaciones de triste memoria, como la bancaria, y a episodios negros, como el Fobaproa. En el ramo del petróleo, el nacionalismo de la mayoría de los mexicanos transformado en opinión pública defendió con todo el artículo 27 de nuestra Constitución. Ante esto, nuestros gobernantes, lejos de acatar la voluntad popular, iniciaron una privatización disfrazada, simulada, silenciosa, traidora y cobarde. Petróleos Mexicanos se dividió en cuatro subsidiarias con el objetivo ulterior de venderlas una por una, iniciando con la petroquímica básica, luego con el gas natural, siguiendo con la refinación y culminando la entrega del patrimonio nacional, con la cesión de la renta petrolera.


    A principios de los noventa se dio el primer esfuerzo privatizador con la intención de vender los complejos petroquímicos de Pemex. Este esfuerzo se volvió a topar con el nacionalismo de la opinión popular que lo impidió. Ante esto, nuestros gobernantes, lejos de cumplir con el deber fiduciario que tiene cualquier administrador y cual niños emberrinchados ante la falta de satisfacción de su capricho, condenaron a la petroquímica básica a la inanición, privándola de la inversión que su mantenimiento, fortalecimiento y desarrollo requerían.


    A mediados de los noventa, los esfuerzos privatizadores voltearon sus caras al gas natural, en un embate de cabildeo legislativo que exigía la apertura del mercado del gas y la privatización de la CFE, que estaba liderado por la hoy tristemente célebre Enron. Otra vez el nacionalismo de la opinión popular impidió los cambios constitucionales que la venta de la CFE requería, ante lo que nuestros gobernantes volvieron a traicionar al pueblo con una privatización disfrazada y escondida bajo la figura de los productores independientes de electricidad. ¿Cómo se puede argumentar que el sector eléctrico no se ha privatizado, cuando hoy más de 35% de la electricidad para el servicio público la generan las grandes trasnacionales?


    Dado que siguiendo los caprichos de Banco Mundial, nuestros gobernantes habían ya cedido el diseño de las estrategias eléctricas a las grandes corporaciones, en el caso del gas natural y la electricidad a Enron, empezamos a generar electricidad no con lo que nos convenía generarla (agua, viento, sol, combustóleo), sino con lo que a Enron le convenía vender: gas natural. En vista de que la apertura del sector eléctrico venía aparejada de la entrega a manos privadas del negocio de gas natural, los altos mandos en Pemex volvieron a faltar a su deber fiduciario y limitaron las inversiones en materia de gas, dando como resultado un status quo preocupante: la importación masiva de gas natural comprado de las grandes trasnacionales y los cuellos de botella que su transporte implica por la falta de inversión de Pemex en gasoductos.


    Pero sin duda de las privatizaciones simuladas, la más dañina y traicionera es la de la renta petrolera. Nos engañaríamos si simulamos que la discusión de hoy en día es sobre si empezamos a otorgar concesiones y contratos en los que se comparta la renta petrolera, los llamados contratos de riesgo. Éstos ya se han venido celebrando en forma inconstitucional y, por tanto, ilegal –y sin riesgo para las empresas–, bajo denominaciones eufemísticas como la de contratos de servicios múltiples o contratos incentivados. Seamos claros de una vez por todas en lo que la Constitución permite y en lo que prohíbe en el área del petróleo. Permite los contratos de servicios, esto es, los contratos en los que la contraprestación se cubre con dinero, pagando al contratista el costo del servicio y una utilidad razonable, pero que no le comparte la renta petrolera ligando su pago al éxito de la explotación. La Constitución prohíbe las concesiones, aún disfrazadas de contratos; o sea, cuando la contraprestación va ligada a la cantidad del petróleo que se extraiga o al valor comercial de éste.


    En este sentido, cualquier contrato que implique un pago por barril extraído –así sea un centavo–, que aumente la contraprestación del contratista en función de la cantidad de petróleo que se extraiga, resulta inconstitucional. Los contratos incentivados que ha venido celebrando Pemex implican el pago por ésta de, teóricamente, 75% de los costos de extracción del contratista –y los de,Chicontepec, 100%– y luego le otorgan una cuota por barril, haciéndolo, sin duda alguna, partícipe del éxito de la explotación.


    Estos contratos, por tanto, son verdaderas concesiones celebradas en total contravención del texto constitucional. Tienen, además, el defecto de ser una invitación abierta a la corrupción. Ante la complejidad de la explotación de un yacimiento petrolero, resulta absolutamente imposible supervisar los costos de extracción. Aun cuando –utópicamente– no hubiera corrupción, resulta imposible para una empresa que no está explotando el yacimiento supervisar que los reembolsos por 75% o 100% no son en realidad por un múltiplo muy superior. Nóminas infladas, materiales y trabajadores inexistentes, jornadas diarias de 36 horas, automóviles de lujo cobrados como coches utilitarios, maquinaria e insumos de segunda cobrados como de lujo, son sólo algunos de los rubros que nos presenta la experiencia internacional que hacen de cualquier contrato basado en la recuperación de costos nada menos que casos de robo en despoblado. El ejemplo del yacimiento ­Kashagan en Kazakhstan, resulta un caso ilustrativo de esta problemática. Yo preguntaría ¿Alguien se ha tomado la molestia de analizar los resultados que han dado hasta ahora los contratos incentivados de Pemex? Saben, señores senadores, señores diputados, ¿a cuánto asciende el reembolso del teóricamente 75% de los gastos? ¿Ya exigieron cuentas de lo que se ha recibido a cambio?


    Los países que durante la implementación del Consenso de Washington abrieron sus industrias petroleras, se arrepintieron y están pagando caro su error. Pero por lo menos ellos tienen la excusa, además de la presión internacional, de la falta de experiencias internacionales previas y de un escenario de precios del orden de los 20 dólares por barril, haciendo la alternativa privatizadora menos aberrante que ahora. ¿Qué excusa tenemos nosotros, cuando el barril se cotiza en 100 dólares y cuando tenemos el ejemplo de los que ya se equivocaron y ahora pagan cara la enmienda de su equivocación?


    En efecto, la más mínima revisión de la experiencia internacional reciente es el mejor argumento para descartar cualquier esfuerzo privatizador. Veamos, aunque sea a vuelo de pájaro, algunas de estas experiencias.


    Iniciemos con el niño modelo del que presumen los privatizadores: Petrobras. “Brasil abrió su industria y ahora tiene a Petrobras, que es una empresa muy eficiente”, gritan los apologistas del libre mercado. Aceptándolo sin conceder, premisa cuestionable que mi argumento no requiere cuestionar, la pregunta no sólo es si Petrobras es eficiente, sino ¿para quién es eficiente?


    Como todas las petroleras privadas, Petrobras genera muchas utilidades, para sus accionistas, a quienes es más fácil encontrar en lujosos penthouses del Upper West Side de Manhattan, que en las favelas de Sao Paulo o de Río de Janeiro. Dándose cuenta de la gran disparidad de lo que se quedaban en Brasil (10% en un principio) y las utilidades que iban a dar fuera, en 2007, al descubrirse los yacimientos del pre-sal, no se le concesionaron directamente a Petrobras. Se creó una empresa 100% estatal: Petrosal, y se instrumentó un mecanismo que llevó en 2010 al gobierno brasileño de Luiz Inácio Lula, a elevar de 39% a 48% la participación del Estado en Petrobras. Esto es, el gobierno brasileño ha decidido comprar acciones de la empresa, renacionalizar parte de ella, para mitigar la sangría que a Brasil le ha significado la cesión de la renta petrolera a los accionistas extranjeros de Petrobras. Hace unos meses nos visitó el ingeniero Siqueira, vicepresidente de la Asociación de Ingenieros de Petrobras, y nos advirtió con claridad: “No vayan a abrir su sector petrolero a la inversión privada, nuestra experiencia es fatídica”.


    Hace dos semanas vino a México Ildo Luis Sauer –director de Petrobras Gas y Energía de 2003 a 2007–, y dijo, entre muchas cosas: “Cuando la IP extrae crudo, baja la renta petrolera para el Estado”; “En Brasil, la apertura no fue benéfica y ahora empieza a reestatizar su industria petrolera”; “La disputa geopolítica por el petróleo es la verdadera causa para acelerar el acceso al Golfo de México”; ”Las trasnacionales tienen fuerza para dominar el sistema político y el económico”; “Una vez que sacas a los leones de las jaulas, ellos entran en el sistema y tienen fuerza para participar con mucha más potencia en el sistema político y económico, para dominar los medios de comunicación e infiltrarse en los partidos políticos a través de cabilderos, que son los que están en los congresos y en los palacios”; “A la serpiente hay que matarla si es posible en el huevo, antes de su nacimiento, porque su destino es envenenarte”.


    Pasemos a otro ejemplo estrella de los privatizadores: Statoil.El caso noruego es quizá el más alejado de los esfuerzos privatizadores mexicanos. Antes de la década de los sesenta, Noruega no contaba con una industria petrolera. En 1969, cuando descubrieron grandes yacimientos, los noruegos se dieron cuenta de que lo que convenía a sus intereses era la creación de una empresa estatal fuerte y que con su propia tecnología fuera capaz de desarrollar no sólo de sus campos, sino competir en la industria internacional. Ante la falta de experiencia, crearon un sistema de asociaciones en el cual lo primordial no era la producción, sino la transferencia tecnológica. Se asociaron con las grandes trasnacionales bajo reglas que exigían un alto contenido nacional. Por cada ingeniero de las trasnacionales debía haber por lo menos dos de la empresa noruega. Fueron así recibiendo tecnología internacional y desarrollando una propia, que los ha convertido en una de las principales petroleras del mundo. Cuán diferente de los contratos incentivados mexicanos en los cuales, además de cubrir sus costos, compartimos las utilidades con quienes hacen lo que, según nuestros “malinchistas” e ignorantes gobernantes, nosotros no podemos, y sin la más mínima posibilidad de recibir tecnología.


    El 7 de septiembre, en el periódico Reforma, Hejge Ryggvik –investigador del Centro de Tecnología, Innovación y Cultura de la Universidad de Oslo y antiguo funcionario de Statoil–, autor de importantes libros sobre la industria petrolera noruega, decía en Bruselas que el modelo Noruego tiene mucho que agradecerle al expresidente mexicano Lázaro Cárdenas, quien inspiró el modelo petrolero más admirado en la actualidad. “México que carece de tecnología pero posee el control de los recursos, tiene varias opciones. Una de ellas es hacer lo que las trasnacionales quieren, dejarlas entrar para apoderarse de toda la partida, lo que sería un error histórico, ya que el poder tecnológico no está en manos de las petroleras, sino de la industria de suministro.


    “México no debe renunciar al control del petróleo y compartir la renta”, señaló: lo ideal, para México, es trabajar con las compañías proveedoras de la tecnología que requiere la industria nacional. La reforma debe dirigirse a enseñarle a Pemex a trabajar con los proveedores.


    Analicemos lo que ha pasado en otros países de nuestro continente. Bolivia, por ejemplo, cedió a las presiones del Banco Mundial y durante los noventa concesionó la explotación de sus yacimientos petroleros. Para 2005, y no obstante que las inversiones de los contratistas privados había quedado ya totalmente amortizadas, éstos recibían 82% de la producción de los yacimientos y el estado Boliviano una regalía de 18%. Esta situación se convirtió en insostenible; en mayo de 2005, Bolivia decidió implementar un nuevo impuesto directo a los hidrocarburos que, en efecto, reducía la participación de las petroleras privadas a 50% de la producción. Estas no lo aceptaron, llevando al gobierno de Bolivia a renacionalizar la industria en 2006.


    El caso de Venezuela también resulta de interés. La ley petrolera de 1975 establecía disposiciones similares a las que encontramos en el derecho mexicano, prohibiendo las concesiones y los contratos de riesgo. Únicamente se permitían los de servicio. Tal como aquí, funcionarios venezolanos se dieron a la tarea de disfrazar como contratos de servicios lo que eran en realidad concesiones. Un artículo de agosto de 2010 del Oxford Energy Forum describe los contratos celebrados por esos funcionarios en los siguientes términos:


    Los contratos de servicios venezolanos, a pesar de estar estructurados como contratos de servicios, en el fondo eran todo excepto un contrato puro de servicios.Cedieron el control sobre el petróleo en grandes áreas durante 20 años y la contraprestación se basaba en el volumen y el valor de las producciones. De hecho, muchos de los proveedores de servicios eran socios senior en el negocio y, en promedio, se llevaban más de la mitad de la producción. En algunos casos, la compañía estatal incluso perdía dinero por cada barril de petróleo que se producía. Para empeorar las cosas, los contratistas, al decir que únicamente eran “proveedores de servicios”, argüían que la tasa de impuesto sobre la renta que les correspondía era la de 34%, aplicable a las personas que no se dedican a la producción de petróleo, en vez de la tasa de 50%, aplicable a los productores de petróleo.4


    El pago de más de 50% del valor de la producción a las petroleras internacionales bajo estos “contratos de servicios” tampoco pudo ser mantenida en Venezuela. En abril de 2005, el gobierno venezolano exigió la migración de esos contratos a un esquema de empresas mixtas que redujeron la participación de las petroleras privadas y que no estuvo exenta de grandes tensiones internacionales y, en algunos casos, de costosos litigios ante tribunales arbitrales.


    Ecuador no corrió con mejor suerte. Veamos el caso de Occidental. A finales de los noventa, Ecuador celebró varios contratos de ganancias compartidas en los que los contratistas asumían todos los costos de la explotación pero recibían 70% de la producción. El cambio en escenarios de precios generó un desequilibrio contractual en el que las ganancias de los contratistas eran simplemente inaceptables. Occidental era uno se esos contratistas que, además, había incumplido los términos de su contrato cediendo sus derechos bajo el mismo sin la autorización del gobierno ecuatoriano. La Ley de Hidrocarburos le daba a Ecuador derecho a rescindir el contrato y así lo hizo, ante lo cual Occidental inició un arbitraje internacional.


    Los árbitros encontraron que aunque Occidental había incumplido la Ley de Ecuador, ésta, en su opinión, no era justa y condenaron a Ecuador al pago de una indemnización de más de 1 millón 600 mil dólares. El litigio se llevó no ante las cortes de Ecuador, sino, tal como los prescriben los tratados internacionales celebrados durante el Consenso de Washington, ante el CIADI, órgano establecido –¡oh sorpresa!– por el Banco Mundial.


    Por último, me interesa referirme al caso del yacimiento ­Kashagan en Kazakhstan. Kashagan es el yacimiento de petróleo más grande que se haya descubierto en las tres últimas décadas. Es, incluso, más grande que Cantarell. El gobierno de Kazakhstan celebró un contrato basado en la recuperación de costos y en una cuota por barril, tal como los contratos incentivados. El artículo del Oxford Energy Forum describe en los siguientes términos el funcionamiento de esta estructura contractual en este yacimiento:


    A pesar de ser presentadas como un ejemplo típico de alineamiento de interés, la experiencia ha demostrado que las disposiciones contractuales basadas en recuperación de costos son, a menudo, una receta para el desastre, y eso es exactamente lo que pasó en Kashagan. Los costos totales del proyecto se incrementaron en más de 100 mil millones de dólares, y la producción, originalmente programada para iniciar en 2005 o 2006, ahora está programada para 2012. El resultado neto fue que en el descubrimiento más grande del mundo en la era moderna, mismo que tenía proyectado una producción de 1.5 millones de barriles por día, el Estado tan sólo hubiera recibido un “gran” total de 2% del petróleo producido durante, por lo menos, la primera década de producción…5


    Evidentemente, la situación de Kashagan era insostenible, por lo que el gobierno de Kazakhstan tuvo que implementar medidas para terminar con el contrato, con las tensiones internacionales y procesos jurídicos que esto conlleva.


    Joseph Stiglitz, el Premio Nobel de Economía, en su reciente visita a México expresó: “No dejen entrar a las petroleras trasnacionales, son unas tramposas. En Alaska, se robaron el petróleo, declarando menos de lo que explotaban”.


    La experiencia internacional es, como se puede apreciar, elocuente y confirma que México no es el único país en el que “el diablo” escrituró veneros de hidrocarburos. De todos los países a los que nos hemos referido, quizá el único que salió bien librado en su trato con las grandes petroleras internacionales fue Noruega, quien entendió que la única forma de sobrevivir era contando con una industria petrolera propia y tecnológicamente avanzada.


    Los países que peor suerte corrieron fueron los que le dejaron su industria petrolera a las empresas internacionales mediante contratos de utilidad compartida, bajo fórmulas basadas en recuperación de costos.


    Es por lo anterior que mi pesimismo se convirtió en fatalismo cuando leí la iniciativa de Ley de Ingresos sobre Hidrocarburos recientemente presentada. Curioso documento en el que más allá de presentar un nuevo régimen fiscal para Pemex, se introduce el régimen de contratos que pretende implementar el Ejecutivo federal. En efecto, esta ley establece para Pemex un régimen dual: le podrán encargar áreas petroleras mediante dos instrumentos distintos: la asignación o el contrato de utilidad compartida. No se necesita mucha sagacidad para inferir que lo que se está tratando de implementar es un régimen de asignaciones exclusivamente para Pemex y uno de contratos de utilidad compartida, en los que podrán participar tanto Pemex como las petroleras privadas.


    Es así que bajo la mexicanísima técnica de “se lo digo a Chana para que lo escuche Juana”, se describen como funcionarán los contratos de utilidad compartida en relación con Pemex, infiriéndose que igualmente funcionarán para los privados. El esquema contractual previsto es exactamente el mismo que provocó las tragedias en Bolivia, Ecuador, Venezuela, Kazakhstan, etcétera, a las que nos hemos referido anteriormente. Se le asignará un área a Pemex o al privado, que explorará y explotará a su discreción. Cuando el área comience a producir, se le cubrirán primero todos sus “costos”. Si después de eso alcanza, Pemex o el privado recibirá una utilidad determinada. Si después de eso alcanza, el Estado recibirá ciertas utilidades y regalías. ¿Qué pasa si el precio de la producción sólo permite que después de los “costos” y la utilidad del privado las utilidades del Estado sean raquíticas o nulas? Pues el Estado sólo recibirá utilidades y regalías raquíticas o nulas.


    Es exactamente la fórmula que llevó en Kashagan a que en el descubrimiento más grande del mundo en la era moderna, mismo que tenía proyectado una producción de 1.5 millones de barriles por día, el Estado tan sólo hubiera recibido un “gran” total de 2% del petróleo producido durante, por lo menos, la primera década de producción.


    La siguiente es una transcripción literal de un párrafo de la exposición de motivos de la iniciativa en comento, con una única edición. Me he permitido sustituir la palabra Pemex por el nombre de una petrolera internacional. He escogido aleatoriamente el nombre Chevron. Fuera de este cambio la cita es textual y si mi inferencia de que el régimen de contratos de utilidad compartida será aplicable por igual a Pemex y a las petroleras privadas es correcta, ésta nos debe resultar aterradora:


    Con esta nueva estructura se garantiza que, en la medida que exista producción, Chevron recuperará la totalidad de los gastos, costos y las inversiones que se registren para el contrato. Asimismo, se establece un límite expresado como porcentaje de los ingresos brutos generados por el contrato cada periodo, a los costos, gastos e inversiones que formarán parte de la contraprestación de Chevron. Como ya se mencionó, este límite, a diferencia del límite de costos del régimen actual, se encarga de modular la velocidad con la que se recuperan las inversiones, “mas no restringe el reconocimiento total de costos en el tiempo”.


    En resumen, le vamos a pagar (aunque en ciertos casos en forma diferida) a Chevron todos los “costos” que registre, así se coma todo el precio de la producción.


    A las deficiencias innatas de la estructura contractual elegida hay que agregar el uso ilógico que se le quiere dar. Se nos ha dicho que estos contratos le serán adjudicados a las petroleras extranjeras para explotar aguas profundas, ya que la tecnología que se requiere para esto es muy avanzada y nosotros no la tenemos. Es cierto que la tecnología que requiere la explotación en aguas profundas es tecnología de punta. Por lo mismo, este tipo de explotación es, hoy en día, extraordinariamente cara. Mientras que el costo de extracción en un yacimiento convencional puede ser de alrededor de 10 dólares por barril, el costo de extracción de un barril en aguas profundas actualmente es de alrededor de 60 dólares.


    Es por esto que en los países desarrollados la extracción en aguas profundas todavía es menor. En los Estados Unidos, en la zona del Golfo, la extracción de aguas profundas apenas rebasa los 100,000 barriles diarios. Es claro que lo que están haciendo las petroleras internacionales en este momento en aguas profundas tiene más que ver con el desarrollo de la tecnología que con la maximización del valor de la producción. Por eso, resulta cuestionable que mientras allá se extrae apenas lo suficiente de aguas profundas para desarrollar la tecnología y se guardan esas reservas para ser explotadas cuando la tecnología sea más barata, aquí estemos hablando de millones de barriles. ¿De veras vamos a darles nuestras reservas a las extranjeras internacionales para que perfeccionen su tecnología a un costo de extracción de 60 dólares el barril que nosotros vamos a cubrir, para que ellas después puedan extraer en otros lados el petróleo de aguas profundas a un costo mucho menor?


    Ahora juntemos estas dos situaciones, las deficiencias innatas del modelo contractual y el uso ilógico que se le quiere dar, e imaginemos cómo funcionará el modelo que propone la Ley de Ingresos sobre Hidrocarburos en el caso de una explotación en aguas profundas por una empresa privada.Tomemos como base un costo promedio de extracción de 60 dólares por barril y que, ante la imposibilidad de supervisarla, la petrolera privada en cuestión no abusa demasiado y sólo “infla” ese costo 20%. Esto nos lleva a un “costo de extracción” de 72 dólares por barril. Ahora imaginemos que la utilidad que exigen esas petroleras para firmar el contrato, tomando en cuenta las fuertes inversiones que se requieren y los altos riesgos asociados con la explotación en aguas profundas es de 20%; es decir, 14.4 dólares por barril, que sumados a los 72 dólares de “costos” nos dan 86.40 dólares por barril. Si imaginamos un escenario de precios con el barril a 100 dólares, bajo este contrato le pagaríamos a la empresa privada 86.40 dólares y el Estado mexicano sólo recibiría 13.60 dólares por barril. Claramente se trata de la implementación de uno de los aspectos más malévolos de la globalización: exigir que los países en vías de desarrollo subsidien el desarrollo tecnológico de los países más ricos.


    Es por todos estos argumentos que mantengo la firme convicción de que si bien una Reforma Energética es, en efecto, necesaria, ésta no es la que ofrece el presidente de la República, que busca esencialmente:


    


    i) Entregar a la inversión privada el crecimiento de la industria corriente hacia abajo, desde la refinación, y crear un mercado eléctrico que en otros países ha demostrado su ineficacia y perversidad, en beneficio de la inversión privada;


    ii) Permitir, a través de contratos de riesgo, de utilidades compartidas, incentivados, de servicios múltiples y de alianzas, el acceso de la iniciativa privada a la exploración y producción de hidrocarburos y, con ello, a una parte sustantiva de la renta petrolera;


    iii) La legitimación de la generación de energía eléctrica por los productores independientes, claramente inconstitucional, y


    iiii) Facultar al presidente con una patente de corso para que haga y deshaga –sobre todo deshaga– cuanto le venga en gana con nuestro petróleo y el sector energético, asignando discrecionalmente concesiones disfrazadas de contratos.


    


    En suma, degradar al sector energético de estratégico a prioritario y hacer de él, en lugar de una palanca de desarrollo nacional, un negocio entre particulares y funcionarios públicos, al dar facultades específicas al Ejecutivo para suscribir los contratos por asignación directa, discrecional e incluso confidencial; es decir, a compartir la renta petrolera en beneficio de los poderosos de siempre –de aquí y de allá y más de allá que de aquí– y en detrimento de todos los mexicanos, dueños legítimos del recurso.


    Está bastante claro lo que se persigue.


    La reforma que exige el interés nacional tiene los siguientes objetivos:


    


    1.- Establecer una estrategia nacional de energía, integral, que tenga como prioridad la seguridad energética de la nación en el largo plazo. Esto significa, entre otras cosas, la transición energética y el uso racional de los recursos naturales no renovables, la optimización de su uso en función de las necesidades nacionales, las nuestras, no las de otras naciones. Esto es contradictorio con los intereses del sector privado, para cuyas inversiones buscan la mayor rentabilidad en el plazo más breve, y de los intereses de otros gobiernos, como el de Estados Unidos, que se “reserva” sus reservas, presionándonos para elevar nuestra producción y saciar su sed de hidrocarburos;


    


    2.- Fortalecer a Pemex, restablecer el nivel que un día tuvo el Instituto Mexicano del Petróleo, volver a invertir en nuestras capacidades de ingeniería, apoyar al desarrollo científico y tecnológico del sector, para podernos sentar a negociar de tú a tú con todos los jugadores de la industria. Es falso el argumento de que la tecnología no es accesible si no compartimos la renta petrolera con quienes la poseen. La tecnología está disponible y tenemos la capacidad para asimilarla y desarrollarla.


    Hay además un importante grupo de compatriotas altamente capacitados en todas las áreas de la industria petrolera, tanto en la paraestatal como en el sector académico, en las jubilaciones prematuras y en empresas privadas a donde los ha llevado la inconsistencia y la perversidad de las políticas públicas, que conocen la verdad de todos los pasos de la industria, de las condiciones de nuestras reservas, las formas de optimizar la producción, los tiempos y formas para la búsqueda de nuevos yacimientos, para la adquisición de las tecnologías necesarias para la industria y para la formación del personal requerido, en suma, somos capaces de atender las necesidades actuales y futuras de nuestra industria fundamental, sin necesidad de compartir una sola molécula de nuestros hidrocarburos ni entregar parte de los beneficios de la industria a la participación privada.


    Y sobre todo es nuestro el petróleo y somos nosotros los que debemos poner las reglas del juego y no aceptar las que nos imponen;


    


    3.- En lo económico, no tenemos por qué compartir la renta petrolera, cuyo dueño es la nación, que mucho la necesita. No tenemos por qué ofrecer una parte del espléndido negocio que nos ofreció la naturaleza y que podemos y debemos manejar nosotros. Es falso también el argumento de que no tenemos dinero.Tenemos los hidrocarburos, para cuya exploración y explotación razonable existen créditos y mecanismos financieros, habida cuenta de la alta rentabilidad de los procesos de producción, refinación y venta de los productos petrolíferos y petroquímicos. Para que las compañías privadas obtengan los créditos que requieren para venir “a ayudarnos”, es que se busca, en acercamientos secretos y vergonzantes, la aceptación de la SEC para incorporar las reservas o lo que llaman “el interés económico de los contratos, en los estados financieros de las empresas contratadas”.


    Debemos, sí, reformar la situación fiscal de Pemex y la CFE para que, fuera del presupuesto de la federación, estén en capacidad autónoma de gestión y manejo de sus recursos, cuidando que no sea sólo otra maquinación para su futura desincorporación;


    


    4.- En lo ético, hay que limpiarlo de corrupción e ineficiencia, tanto del lastre de sus sindicatos, como de las élites voraces de políticos e industriales inescrupulosos, que en la corrupción y la connivencia encuentran su modus vivendi y se enriquecen desmedidamente. Trabajar, a partir de ahora, con honestidad, inteligencia, eficiencia, capacidad profesional, planeación, supervisión adecuada y patriotismo.


    Establecer un verdadero sistema de transparencia y rendición de cuentas, con observadores ciudadanos, y


    


    5.- Respetar a ultranza el espíritu y la letra de la Constitución, como exige el estado de derecho y el verdadero pacto nacional, que, ese sí, es por México.


    Todo esto debe y puede lograrse con modificaciones operativas y en la legislación secundaria, sin alterar la letra y sobre todo el espíritu de los artículos 27 y 28 de la Constitución, como se propone.


    Estoy persuadido –y todas las encuestas de opinión lo ratifican– de que la inmensa mayoría de los mexicanos está en contra de la Reforma Energética del gobierno, y aunque éste tenga el voto suficiente de la mayoría de los representantes populares –que por lo visto ni representan a nadie ni son populares– para aprobar su ley, sin reglamento, claro; que ahí se pretenderá dar la puntilla a la soberanía y al patrimonio de la nación. Ya el conde de Romanones expresaba: “Hagan la ley, que yo haré el reglamento”.


    Una vez más, los intereses hegemónicos atacan, en esta ocasión con gran virulencia y sin ningún escrúpulo; y ahora apoyados por muchos que no hace tanto, antes de que modificaran por consigna sus estatutos partidarios, defendían al sector energético con la famosa y vibrante frase del presidente Adolfo López Mateos: “En el petróleo nacionalizado, ni un paso atrás”; y que hoy, disfrazados de salvadores de la República, como “abiertas mentes modernizadoras” y como “los héroes que moverán a México”, satanizan, a falta de argumentos, a quienes nos mantenemos con los mismos principios, calificándonos como trasnochados cobijados en “falsos nacionalismos”, seguramente considerando que los “nacionalismos verdaderos” son los que ven por las otras naciones y llegan al extremo, con argumentos falaces y actitudes ignominiosas, de dar la paternidad de su propuesta al general Lázaro Cárdenas.


    Hoy nos encontramos, una vez más –porque hay un hilo conductor que no se ha roto desde hace décadas–, nos encontramos, repito, en la cresta de esa ola privatizadora que no cesa en su intento de destruir nuestras defensas soberanas y apoderarse de nuestros recursos.


    No debemos soslayar que con la apertura del sector a la inversión privada, sea extranjera directa o a través de interpósita persona –recuerden la banca y recorran la historia de México–, se abre la entrada a los gobiernos imperiales a los asuntos internos de la nación, se cede la soberanía.


    Si no, y antes de concluir, recordemos en un párrafo –síntesis personal de una parte de un artículo de Lorenzo Meyer–, las presiones de las potencias internacionales a que hemos estado sujetos por el tema del petróleo:


    Las conocimos con Porfirio Díaz, quien hubo de acomodar las leyes para dar “seguridad a la inversión extranjera” –palabras que hoy se repiten–, para que los inversionistas fueran dueños de los recursos. Se actuó contra Madero y su impuesto del timbre. Se ejercieron presiones severas contra Carranza, quien había establecido en el 27 constitucional la propiedad de la nación sobre los recursos del subsuelo, impidiéndole reglamentarlo. Las sufrió Obregón con los “Acuerdos de Bucareli”. Las sintió Calles en un nuevointento de reglamentar el 27 y las padeció Lázaro Cárdenas, que decidió en actitud valiente, visionaria y soberana, nacionalizar la industria petrolera ante la presión convertida en arrogancia y prepotencia. Las presiones continuaron con Alemán, que autorizó “contratos de riesgo”, mismos que fueron cancelados por López Mateos.


    Generaciones anteriores han resistido los embates de las potencias extranjeras en su afán de quedarse con nuestro petróleo. La nuestra deberá hacer lo propio para poder decir, con Guadalupe Victoria: “Gloriaos, mexicanos, de la parte tan considerable y rica que os ha tocado en los negocios del universo”, y para tratar de vencer la fatídica lacra, que Francisco Zarco sentenciaba diciendo: “Hay no sé qué ritmo trágico en la historia de México que hace perder a los aptos y honrados en beneficio de los ineptos y ladrones”.


    Porque si por éstos antes perdimos la mitad del suelo que “nos había tocado en esos negocios del universo”, no podemos ahora aceptar la amenaza de entregar buena parte de la riqueza de nuestro subsuelo.


    
      
        1 Ingeniero mecánico electricista, fue director de la Facultad de Ingeniería de la UNAM y fue presidente de la Academia Mexicana de Ingeniería. Ha ocupado cargos relevantes en el sector público, privado y en la UNAM.
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